
 
 

 
DGT-085-2021                                                                                                                                                                                                Página 1 de 19 

 
Dirección: Edificio La Llacuna, calle 5, avenida central y primera. San José, Costa Rica. -   

Tel:(506) 2522-9493 – Fax: 2522-9221-  www.hacienda.go.cr  

DGT-085-2021 
San José, 25 de enero de 2021 

 
 
Señor            Notificaciones: 
Alberto Mesén Madrigal          notificacionesfaycatax@fayca.com y  
Presidente           notificacionesfaycatax@abogados.or.cr;  
Cámara de Empresarios de Combustible       Atención: Dr. Adrián Torrealba Navas y/o 
Presente                             Lic. Modesto Vargas Castillo 
 
 
Asunto: Solicitud de revisión del oficio DGT-741-2020 del 15 de junio de 2020 y emisión de 

criterio institucional 
 
 
Estimado señor:  
 
 
En atención a su nota P-021-2020 del 3 de julio de 2020, presentada ante esta Dirección el 30 de julio 
de 2020, en la que solicita a revisión del oficio DGT-741-2020 del 15 de junio de 2020 y emita un 
criterio institucional; se contesta en los siguientes términos, pero no sin antes ofrecer disculpas por la 
demora en su atención, en virtud del volumen de trabajo que atiende este Despacho. 
 
I. ASPECTOS PREVIOS 
 
En relación con el escrito planteado por el representante de la Cámara de Expendedores de 
Combustible, en adelante CEC, esta Dirección estima que debe rechazarse por las siguientes razones: 

 
1. Sobre la revisión del oficio DGT-741-2020 y la emisión de Criterio Institucional. 

Preliminarmente, la pretensión del solicitante consiste en la revisión del contenido del oficio DGT-
741-2020; después, en el párrafo primero de la página 3 de su escrito, así como en el párrafo 
penúltimo de la página 31 de aquél, en lo que interesa, solicita la emisión de un criterio institucional 
sobre la determinación de la renta bruta de las empresas expendedoras de combustibles con base 
en la exposición acuñada en su nota. Finalmente, el Título IV de su opúsculo lo denomina 
“Refutación del criterio DGT-741-2020 y fundamento del criterio que pedimos se emita”. De las 
líneas extraídas se deduce que el representante de la CEC no tiene claridad respecto de cuál es 
su pretensión. 
 
A este respecto, confunde la materialización de la actividad que realiza la Dirección General de 
Tributación que se concreta en la emisión de oficios con la función que tiene asignada en el artículo 
99 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios1 (CNPT). En este sentido, no son sinónimos 
los términos “oficio” o “criterio institucional”. El primero es el documento con el cual la Autoridad 
Tributaria responde, por ejemplo, las consultas o las peticiones que tienen su sustento en los 

 
1 Ley 4755 del 3 de mayo de 1971 y sus reformas. 
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artículos 119 y 102 del CNPT, respectivamente; pero el segundo, a la luz de los párrafos 2° y 3° 
del numeral 99 del CNPT, es una “norma general”, cuyo propósito en términos muy amplios es 
facilitar la aplicación correcta de las leyes tributarias.  
 
Por estas razones, si lo que pretende es la revisión del oficio DGT-741-2020, este no puede ser 
combatido en sede administrativa, debido a que es la respuesta a una consulta pura y simple que 
su persona había blandido mediante la nota P-005-2020 del 13 de marzo de 2020.  
 
Si, por el contrario, procura la emisión de un Criterio Institucional, el ejercicio de tal facultad es de 
resorte exclusivo de la Administración Tributaria, la cual no tiene por qué ser accionada en este 
momento, en virtud de la notificación del oficio DGT-741-2020, realizada el 15 de junio del año en 
curso, al correo crnotificaciones@deloitte.com que había facilitado su persona en su escrito P-005-
2020; por lo que su representada ya tenía conocimiento de la postura de este Despacho sobre los 
efectos del párrafo segundo del artículo 20 de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios 
Públicos2 (Ley de la ARESEP).  
 

Y si, además, pretende que la actual nota tenga el cariz de una petición del artículo 102 del CNPT, 
la situación descrita en su opúsculo no corresponde a una “(…) reclamación sobre un caso real, 
fundado en razones de legalidad (…)”; antes bien, está orientada hacia la interpretación de una 
norma jurídica para afectos de su aplicación en la situación fiscal del gremio que dice representar. 
Sobre el particular, tenga presente el alegante el oficio DGT-318-2016 del 12 de abril de 2016, en 
el que se dieron circunstancias similares a la de mérito: 
 
“(…) 
En cuanto al primer supuesto, y para el caso que nos ocupa, debe quedar claro que por tratarse 
de reclamaciones sobre un caso real basadas en razones de legalidad, la petición no puede estar 
orientada a la interpretación de una norma para efectos de su aplicación a un caso concreto, ya 
que eso obedece a otro instituto, como lo es la consulta tributaria amparada en el artículo 119 del 
CNPT. Por medio de la consulta tributaria, la Administración Tributaria, a efecto de aplicar la norma 
al caso concreto, realiza una interpretación de la misma y vierte su criterio en un oficio mediante el 
cual evacúa las dudas del contribuyente en relación a cómo debe aplicar la norma en su caso 
concreto. 
De acuerdo con lo anterior, se tiene que el cuadro fáctico expuesto por su representada, no se 
ajusta al presupuesto de la petición o reclamo tributarios, sino que, por el contrario, lo que se 
pretende es la revisión del criterio emitido por la Dirección General mediante oficio DGT-1179-2015 
del 15 de octubre de 2015, referido a la interpretación de una norma, toda vez que su petición 
consiste en que se le excepcione de la aplicación del criterio emitido en el oficio de cita, por 
considerar que el mismo no se ajusta a la realidad operativa del mercado y que además, coloca en 
una absoluta inseguridad jurídica a los diversos participantes del mercado de valores. 
De acuerdo con la normativa citada, esta Dirección General rechaza ad portas la solicitud planteada 
erróneamente con fundamento en el artículo 102 del CNPT, por considerar que la situación descrita 
en su escrito no obedece a la reclamación de un caso real fundado en razones de legalidad. 
“(…) 

 
2 Ley 7593 del 9 de agosto de 1996 y sus reformas. 
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De conformidad con lo expuesto, no lleva razón el solicitante, por lo que se rechaza su solicitud de 
emisión de un criterio institucional, no solo por ser este un instrumento normativo el cual se emite 
por la DGT, en virtud de las potestades derivadas del artículo 99 del CNPT; sino también por no 
hallarse ante una petición de las descritas en el artículo 102 del Código en cuestión.  
 

2. Sobre el derecho de información y asistencia. El solicitante también fundamenta su pretensión 
en los ordinales 99 y 171 inciso 2 del CNPT; en el derecho de información y asistencia que ampara 
al contribuyente para el cumplimiento de sus obligaciones formales y materiales; los principios de 
buena fe y seguridad y alguna doctrina científica. Sin embargo, ha de recordar el representante de 
la CEC que el numeral 99 es de aplicación exclusiva para la Administración Tributaria, no solo para 
el establecimiento de su competencia, sino también para extender el andamiaje tributario a la 
Dirección General de Aduanas y la Dirección General de Hacienda.  
 
Por su parte, el numeral 171 inciso 2 del CNPT establece el derecho del contribuyente a ser 
informado y asistido por la Administración Tributaria en el ejercicio de sus derechos o en relación 
con el cumplimiento de sus obligaciones y deberes tributarios, así como del contenido y el alcance 
de estos. A este respecto, no debe olvidar el solicitante que la concreción del derecho que invoca 
se encuentra en los artículos 4 inciso 4, 23, 24 y 67 inciso 3 subinciso D del Reglamento de 
Organización y Funciones de la Dirección General de Tributacion3, que establece la existencia de 
la Dirección de Servicio al Contribuyente, como parte de la Dirección General de Tributación, y las 
diversas Subgerencias de Servicio e Información al Contribuyente en las Administraciones 
Tributarias Territoriales, que son órganos que ayudan a los contribuyentes para que pueda ejercer 
sus derechos a cabalidad y a cumplir sus obligaciones y deberes tributarios; por lo que es inatinente 
basar su petición en el artículo 171 inciso 2 del CNPT.  
 
Asimismo, los principios de buena fe y seguridad no se han visto conculcados. Por un lado, su 
representada tuvo la oportunidad de plantear la nota P-005-2020, así como a reunirse con la 
Dirección General de Tributación para analizar la situación tributaria en la que se hallaba su gremio; 
pero, además, le fue notificada la respuesta mediante el oficio DGT-741-2020, con lo cual llegó a 
imponerse del conocimiento de la postura de este Despacho sobre el tema del párrafo segundo del 
artículo 20 de la Ley de la ARESEP. Por estas razones, no se ha zaherido los principios de buena 
y seguridad jurídica. 
 
Finalmente, se le recuerda que la doctrina científica solo tiene un carácter informador del Derecho, 
pero no constituye fuente formal del Ordenamiento Jurídico Costarricense. Por ende, la invocación 
que hace de ella no es pertinente. 
 
De acuerdo con lo manifestado en el presente apartado, carece de razón el solicitante al invocar el 
quebranto de los derechos de información y asistencia al contribuyente y de los principios de buena 
fe y seguridad jurídica, por lo que se rechaza su solicitud.  
 
 

 
3 Decreto Ejecutivo 35688 del 27 de noviembre de 2009 y sus reformas. 
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3. Sobre la nota P-33-2020. En relación con la nota P-33-2020 del 11 de noviembre de 2020, 
presentada ante esta Dirección mediante correo electrónico de ese mismo día, este Despacho 
procede a aplicar el artículo 296 de la Ley General de la Administración Pública4 (LGAP), invocado 
supletoriamente según el numeral 155 del CNPT. A este respecto, el ordinal 296 exige el despacho 
de los asuntos respetando el orden riguroso de presentación, pues de lo contrario, el funcionario 
que no atienda este imperativo legal podría ser objeto de un procedimiento disciplinario. Por lo que 
se ha de entrar a conocer la nota P-21-2020 por haber sido planteada con antelación a la nota P-
33-2020. 
 

Ahora bien, a pesar de haberse rechazado la solicitud por contener aspectos previos que requerían 
ser solventados de forma perentoria por estimarlos de carácter formal, según lo mencionado en los 
apartados I.1 y I.2 precedentes, en virtud de las dificultades interpretativas suscitadas por la aplicación 
de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas5 (LFFP), particularmente en lo concerniente  a 
las modificaciones en el Impuesto sobre las Utilidades, así como la sinergia entre aquellas y la reforma 
introducida en el párrafo segundo del artículo 20 de la Ley de la ARESEP; este Despacho considera 
importante pronunciarse sobre la nota del representante de la CEC. 
 
II. RESUMEN DE LOS ARGUMENTOS DEL SOLICITANTE 
 
En lo que interesa, el resumen de los argumentos del solicitante es el siguiente: 
 
1. Refutación del criterio DGT-741-2020. Refiere que el artículo 6 CNPT se aplica a las normas 

tributarias, incluyendo las exenciones, las cuales se interpretan con arreglo a los métodos admitidos 
por el Derecho Común. De esta forma, señala que es de rigor revisar los métodos contenidos en 
el numeral 10 del Código Civil que es una copia del artículo 3.1 del Código Civil español y, acto 
seguido, explica los diversos métodos de interpretación (literal, método lógico, histórico y evolutivo), 
utilizando a H. Villegas [Curso de Finanzas, Derecho Financiero y Tributario. (1994). Buenos Aires: 
5° edición. Págs. 168-169] y a Martin Queralt, J et al. [Curso de Derecho Financiero y Tributario. 
(1994). Madrid: 6° edición, Ed. Tecnos, 1995. Págs. 204-205). 

 
Luego analiza el oficio DGT-741-2020 y expresa que esa nota incurre en un error interpretativo en 
relación con en el párrafo segundo del artículo 20 de la Ley de la ARESEP, para lo cual sita un 
texto del oficio indicado que se encuentra en las páginas 3 y 4. Después añade que, con base en 
el texto de las páginas indicadas, en la página 4 se arriban a 2 conclusiones. Sobre la primera de 
ellas expresa que es incongruente con el párrafo segundo de la Ley de la ARESEP y solo resultaría 
válida si parte de la lectura del primer párrafo, el cual cita. De allí se ordene contabilizar 
separadamente dos tipos de ventas que realizan las empresas expendedoras de combustible: 
vende combustible, regulado por la ARESEP y vende otros productos (aceite, aditivos, 
conveniencia, etc.).  

 
Ahora bien, sostiene que el segundo párrafo del artículo 20 es innovativo, ya que realiza otra 
distinción en la actividad de las empresas expendedoras de combustible: una parte del precio al 

 
4 Ley 6227 del 2 de mayo de 1978 y sus reformas. 
5 Ley 9635 del 3 de diciembre de 2018. 
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consumidor final es regulado y atribuido al expendedor de combustible y otra parte del precio al 
consumidor final es atribuido a otros sujetos relacionados con la prestación del servicio público de 
suministro de combustible. 
 
Así las cosas, manifiesta que el párrafo segundo adopta un criterio de comparación (tertium 
comparationis intrínseco a cualquier juicio de igualdad) de carácter subjetivo: quién es el titular de 
la renta, de modo que, del precio total al consumidor de combustible, se entiende que una parte 
corresponde o es atribuible al expendedor del combustible, pero otra parte corresponde o es 
atribuible a otros sujetos. En cambio, el párrafo primero tiene un criterio de comparación de cuño 
objetivo: los objetos que venden los expendedores de combustible. Sobre la base de esas 
distinciones tanto el párrafo primero como el segundo establecen obligaciones de llevar 
contabilidades separadas, en relación con el primero por objeto regulado (el combustible) y por el 
objeto no regulado (los demás); en cuando al segundo párrafo por los ingresos atribuibles al 
empresario de combustible según la remuneración regulada por la ARESEP e ingresos atribuibles 
a otros sujetos según remuneración regulada por ARESEP. 
 
En virtud de lo anterior, invoca la NIC 18, ya que mediante ella se dice que, cuando un sujeto A 
recibe ingresos por cuenta de otro B (esto es, que le pertenecen a otro), no se contabilizan como 
ingreso de A en el estado de resultados, sino como una cuenta por pagar en el estado patrimonial 
de A y como un ingreso en el estado de resultados de B.  
 
Añade que el párrafo segundo agrega una consecuencia a la distinción subjetiva: que esta tiene 
“efectos tributarios”, de modo que los expendedores de combustible responderán por los ingresos 
y costos que les sean atribuibles exclusivamente a ellos. Así las cosas, colige que, desde el punto 
de vista gramatical, el oficio DGT-741-2020 acierta al recoger lo que establece la última parte del 
este párrafo. Sin embargo, por no haber recogido adecuadamente la primera parte del segundo 
párrafo, el oficio incurre en una violación del método lógico, al ignorar el inescindible nexo lógico 
entre ambas partes de dicho párrafo. Por lo que apunta que del precio total del combustible al 
consumidor una parte son ingresos del empresario del combustible, por lo que contablemente se 
registran como “ingresos del empresario de combustible” en su estado de resultados para 
determinar su renta bruta; y otros corresponden a ingresos de otros sujetos que no se registran 
como “ingresos del empresario de combustible”, sino en su balance patrimonial, no resultando parte 
de la renta bruta del empresario, sino de otros sujetos. 
 
Así las cosas, esgrime que el oficio acierta al prorrumpir que no se introducen ni cambio en la 
metodología tarifaria utilizada por la ARESEP para la fijación del precio del combustible, ni tampoco 
en la determinación de las obligaciones tributarias y, acto seguido lo cita, “(…) ya que la última 
oración incorporada en este numeral lo que hace es reiterar que los expendedores de combustible 
solamente estarán gravados por aquellas manifestaciones de capacidad económica propia, sin que 
puedan estos atribuirse ingresos ni gastos de otros sujetos involucrados en el proceso de 
abastecimiento y suministro de combustibles. (…).” Incluso apunta que de esta última afirmación 
podría desprenderse que el oficio logra captar que no debe atribuírsele al empresario de 
combustible ingresos (ni costos) que no le son propios, sino que son de otros sujetos, por lo que 
su renta bruta (o neta) no debe estar contaminada con ingresos (o costos) correspondientes a otros 
sujetos. 
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Continúa su disquisición y expresa que, luego de invocar el método interpretativo histórico, el oficio 
trae a colación tanto el informe del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa 
del expediente legislativo 19.065, como la cita de una comparecencia del Dr. Adrián Torrealba 
Navas en la Comisión de Asuntos Económicos en la sesión ordinaria 11 del 7 de julio de 2015, y 
discurre que el oficio lleva razón al enfatizar que la reforma no implicaba reformas a la regulación 
de los impuestos aplicables a los empresarios del combustible. 
 
Sin embargo, el alegante aclara que lo que sí hizo la ley fue clarificar cuál es la renta bruta propia 
de los empresarios del combustible, en contraste con la renta bruta propia de otros sujetos 
prestatarios ligados o encadenados en la consecución final del servicio público, es decir, la ley no 
reformó ni el supuesto de hecho (hecho generador) ni la base imponible de los impuestos 
mencionados, pero sí aclaró que no todo el monto del precio del combustible que cobran los 
expendedores del combustible son renta bruta de estos, pues hay una parte que corresponde a 
otros sujetos. De allí que sostenga que lo anterior justifica el deber de contabilidad separada y el 
efecto tributario de esa distinción, cual es dejar establecido a nivel de ley, cuál es la renta bruta 
que debe considerarse propia de los empresarios de los combustibles y cuál propia de otros 
sujetos. 
 
Añade que es evidente que la distinción del párrafo segundo no tendría el menor sentido si se 
partiera de que la totalidad del precio del combustible corresponde a los empresarios del 
combustible, pues el deber de contabilidad separada carecería de toda razón de ser y, también, 
carecería de sentido la declaración de que para efectos tributarios sus ingresos (renta bruta) será 
únicamente la que les sea atribuibles, pues ello implica que no conformará su renta bruta los 
ingresos atribuibles a otros sujetos. 
 
Por ende, expresa que el error del oficio se manifiesta cuando hace una equivalencia inatinente: la 
carencia de efectos tributarios en la adición del párrafo segundo del artículo 20, pues no reformó 
elementos sustanciales de los impuestos. Esto implica una transgresión de las palabras del artículo, 
que sí atribuye a la distinción hecha en el párrafo relevancia “para la imposición de obligaciones 
tributarias.” De esta forma, continua, si la norma dice que lo dispuesto es relevante para la 
imposición de obligaciones tributarias, decir que carece de todo efecto tributario es, simple y 
llanamente, desdecir las palabras del legislador. 
 
Acto seguido, expresa que el error en que incurre la Administración Tributaria radica en no entender 
que toda norma jurídica tiene consistente en un supuesto de hecho y un efecto jurídico. De esta 
forma, para aplicar la norma, es preciso realizar la calificación que no es otra cosa que “(…) la 
actividad de subsunción de los hechos, actos o negocios realizados por los obligados tributarios en 
el presupuesto de hecho determinado en la norma (…)” [aquí citó en su apoyo a Patón García, G. 
Últimos hitos en la normativa tributaria española contra el fraude y perspectivas de futuro - Fraude 
fiscal - La experiencia en Costa Rica y España. Carrasco P. J. y Patón García G., (directores). 
(2009). Centro Internacional de Estudios Fiscales-Centro Internacional de Inteligencia Tributaria, 
Universidad de Castilla-La Mancha, AECID, Iustitia, p. 16]. 

 
Este proceso de calificación es el que se reflejaba en la discusión del impuesto sobre las utilidades 
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y el impuesto de patentes en cuanto a si, en el caso de los empresarios de los combustibles, su 
renta bruta estaba conformada por la totalidad del precio de venta del combustible al consumidor 
final o si, por el contrario, estaba conformada únicamente por el precio autorizado por ARESEP 
para dichos empresarios como “margen de distribución”. La reforma del párrafo segundo, al decir 
que tiene relevancia “para la imposición de obligaciones tributarias”, claramente no reforma ni el 
supuesto de hecho ni los efectos jurídicos de las normas tributarias, pero sí interviene para dirimir 
la discusión respecto de la calificación jurídica de cuál es la renta bruta concreta de los empresarios 
del combustible. Para sustentar su tesis, reproduce la siguiente discusión: 
 
En materia de empresas expendedoras de combustibles, la Administración ha insistido en que 
estas deben declarar ingresos brutos la totalidad de lo que facturan al público, y no únicamente la 
parte que la ARESEP asigna como retribución a la función de distribución al detalle del combustible 
de RECOPE. Véase en ese sentido el oficio DGT-464-2012, del 18 de junio de 2012 de la Dirección 
General de Tributación. Esa posición se ha sostenido pese a existir sobrados argumentos de que 
su función es muy similar a la de un comisionista, como resulta del oficio DGT-323-2017 y otros 
hacia atrás.  
 
Por esta razón, hace un recorrido por la jurisprudencia constitucional sobre el tema discutido y 
manifiesta que las sentencias 6991-99, 2000-08857 (señala que esta sentencia se tuvo a la vista 
en el expediente legislativo, visible a folio 845 y siguientes) y 2001-00094, la Sala Constitucional 
apuntó que, el propietario de los combustibles, hasta llegar al consumidor final, sigue siendo 
RECOPE; por esa razón trae a colación textos que evidencian que gravar las ventas brutas, 
implica, a no dudarlo, trasladar al intermediario la obligación de pago que en esencia le 
corresponde, si así fuera jurídicamente, al Estado, que es el propietario de los combustibles y el 
que percibe la integridad del precio; por lo que la parte que corresponde a la comercialización que 
realiza el expendedor es la que queda sujeta al tributo, el cual es el porcentaje establecido por la 
ARESEP.  
 
Luego, subraya que la sentencia 2002-11902 de esa misma Sala varió su postura de acoger los 
amparos interpuestos por expendedores de combustibles, pero sobre la base de que tuvo por 
demostrado que la ARESEP aceptó incluir en el cálculo del precio del combustible al consumidor 
lo correspondiente al impuesto de patentes, con lo que supuestamente se evitaba que dichos 
empresarios soportaran el impuesto en su patrimonio, lo cual eliminaba la lesión constitucional. Y, 
en caso de que, en la práctica, el monto fijado no representara exactamente el monto del impuesto, 
ello podría discutirse en sede jurisdiccional ordinaria. Advierte que lo anterior no implica negar que 
las ventas brutas que corresponden al expendedor son las concernientes al porcentaje de 
comercialización-comisión y no al precio del combustible que es propiedad de RECOPE debido al 
carácter monopolístico y de servicio público que ostenta el suministro de combustible.  
 
De esta manera, discurre que lo dicho por la Sala Constitucional lleva implícito que el monto total 
de ventas de combustible no pertenece a las empresas expendedoras de combustible, ya que, de 
ser así, absorberían el impuesto de patentes, que grava los ingresos brutos del contribuyente; y, 
luego sostiene que, solo si en el precio autorizado al consumidor por la ARESEP viene incluido el 
monto de ese impuesto, se evita la inconstitucionalidad de que la empresa de combustibles soporte 
un impuesto sobre ingresos que no son suyos. En otras palabras, apunta, lo que dijo la Sala fue 
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que el precio autorizado por ARESEP debe incluir 3 componentes: a) el precio de combustible, b) 
el monto de la comisión para la estación de combustible, y c) el monto del impuesto de patente 
sobre el precio del combustible. 
 
Dicho lo anterior, señala que, si el a) fuera ingreso de la estación de gasolina, no habría razón 
para que la Sala exigiera la inclusión en el precio del componente c), pues es bien sabido que el 
impuesto de patentes grava los ingresos brutos del contribuyente, sin que sea requisito que el 
precio tenga un componente expreso que incluya el monto del impuesto.  
 
Así las cosas, arguye que el propietario del combustible es RECOPE, lo que implica que los 
expendedores lo venden en condición de comisionista “público”, en nombre propio, pero por cuenta 
ajena, cumpliendo con el encargo del comitente que se expresa en el acto de autorización para 
abastecer de combustible al consumidor final. Por esta razón, sostiene que la Sala ha afirmado 
implícitamente que cuando RECOPE “vende” a las expendedoras de combustibles en realidad 
mantiene la propiedad sustancial de los bienes, por su condición de servicio público, por lo que no 
se verifica este elemento que exige la NIC 18 para considerar como ingresos el producto de las 
ventas. Igualmente, dado que el precio es regulado, los únicos beneficios económicos de la 
transacción a que está legitimada la estación de servicio es su margen o comisión de 
comercialización, nunca sobre el precio total del combustible, con lo cual tampoco se verifica este 
otro requisito de la NIC 18. Adicionalmente, añade que la Sección VIII del Tribunal Contencioso 
Administrativo ha mantenido la línea interpretativa inicial de la Dirección General de Tributación, 
esta vez en materia de impuestos de patentes. Así, ha entendido que, por ejemplo, en el caso de 
un beneficio de café, éste solo debe reportar como ingreso bruto el porcentaje legal que le 
corresponde pese a que factura la totalidad del precio del café, en que la mayor parte es del 
productor. Esta caracterización del beneficiador como una suerte de comisionista de bienes 
muebles, fue reconocida por la sección octava del Tribunal Contencioso Administrativo en el caso 
de Café de Altura contra la Municipalidad de San Ramón mediante sentencia 104-2015, el cual 
cita en su apoyo.  
 
Asimismo, la Sala Primera, en su Sentencia 1154 de 1 de octubre de 2015, también ha entendido, 
en el caso de los empresarios de los combustibles, que solo deben declarar renta bruta lo 
correspondiente a la remuneración que les fija ARESEP (sentencia que dice que se tuvo a la vista 
en el expediente legislativo, visible a folios 855 y siguientes). 
 
El oficio directamente se adhiere a la tesis administrativa de que la actividad de expendio de 
combustible no es una actividad asimilable a la que realiza un comisionista, sino de reventa al 
consumidor final del combustible adquirido en RECOPE. Al respecto, señala que el oficio parte de 
un error conceptual decisivo: un contrato de comisión es incompatible con la existencia de un 
contrato de compraventa. En este sentido, el contrato de comisión es a nombre propio y por cuenta 
ajena, por lo que es ineludible la existencia de una primera compraventa entre el comitente y el 
comisionista y, luego, una segunda compraventa entre el comisionista y el tercero. De ahí que, la 
existencia de una traslación de dominio entre comitente y comisionista es consustancial a esta 
figura, por lo que la compraventa se convierte en un contrato subordinado al principal de comisión. 
Así, la contraposición entre la figura de la comisión a la de la compraventa carece de sentido, pues 
lo verdaderamente importante a discernir es si las compraventas que realizan las estaciones de 
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servicio de combustible se enmarcan en la figura del comerciante puro o distribuidor, o si se 
enmarca en la figura del auxiliar mercantil del comisionista. Este tema es el que precisamente 
quedó dilucidado, saldado, con la aprobación de la reforma al artículo 20 de la Ley 7593. 
 
A pesar de lo mencionado, sostiene que el oficio, contra el método lógico, entiende que “los 
ingresos brutos obtenidos por el (sic) deberán calcularse en función de la cantidad de litros de 
combustible vendidos al precio fijado por la ARESEP y no en razón del margen de distribución o 
de comercialización, establecido por la entidad reguladora para efectos de fijar el precio único que 
pagará el consumidor final por el combustible.” 
 
Por eso manifiesta que el segundo párrafo del numeral 20 carecería totalmente de sentido si el 
ingreso atribuible al empresario expendedor de combustible fuera el precio total del combustible, 
pues en tal caso no tendría razón de ser ni la contabilización separada entre lo atribuible a él y lo 
atribuible a otros sujetos ni que esa distinción debía ser tomada en cuenta para la determinación 
de las obligaciones impositivas. Es por ello, que la Dirección simplemente se aferra a su vieja tesis 
y resuelve como si no se hubiese dado la adición del párrafo segundo al artículo 20 de la Ley de 
ARESEP por Ley 9455. 

 
Luego apunta que la Dirección actúa en contra del método histórico e invoca que en el oficio se 
cita el informe del Departamento de Servicios Técnicos ST. 005-2015 J en que se afirma que los 
distribuidores de combustibles derivados de los hidrocarburos no son comisionistas de RECOPE, 
sino que son distribuidores que actúan por cuenta propia y asumiendo el respectivo riesgo por la 
adquisición de los combustibles. Sin embargo, sostiene que esta cita es el resultado de una lectura 
sesgada de los antecedentes legislativos que, por una parte, son claros en cuanto a la finalidad 
que se buscaba con la adición del segundo párrafo del artículo 20 y, por otra, el informe citado fue 
ampliado posteriormente en un sentido totalmente contrario a lo que cita el oficio de la Dirección 
General de Tributación. Sobre el particular, cita en lo conducente el texto de las páginas 3, 4, 5 y 
6 de la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley 19.065, el cual además contiene un extracto de 
las sentencias 6991-99, 2000-08857 y 2001-00094, todas de la Sala Constitucional. 
 
Así las cosas, señala que el proyecto de comentario y la reforma aprobada tienen una redacción 
prácticamente idéntica y advierte que la única diferencia es que en la reforma final se aludió a los 
expendedores de combustibles de manera más técnica, como prestadores de servicios ya definidos 
previamente en la Ley 7593. 
 
Por esto aduce que la interpretación del oficio DGT-741-2020 sostiene una tesis diametralmente 
contraria a la exposición de motivos, lo que la convierte claramente en una tesis ilegal, al reflejar 
dicha exposición la finalidad y contenido de la reforma al artículo 20 de la Ley 7593. De este modo, 
la interpretación bajo el método histórico llega al mismo resultado que la interpretación según el 
sentido propio de las palabras y el método lógico. Así, resulta irrelevante que la Dirección General 
de Tributación discrepe de la caracterización de la figura del empresario expendedor de 
combustible, pues el legislador, partiendo de su caracterización como una especie de comisionista 
que actúa a nombre propio y por cuenta de RECOPE, plasma en una norma de rango de ley la 
prevalencia de esa tesis de la que discrepa la Administración y manda entonces a que se considere 
como ingreso del empresario del combustible únicamente el margen de utilidad sobre el precio 
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fijado por ARESEP y no la totalidad del precio del combustible al consumidor final como de manera 
abierta y rotundamente ilegal pretende el oficio comentado. 
 
Dicho lo anterior, recuerda que en el expediente de la iniciativa consta cómo el Ministerio de 
Hacienda (MH), en el oficio DM- 1567-2014 (visible a folio 71 del expediente legislativo) se opuso 
a la reforma (con apoyo de los oficios DGT-846-2014 y DCN-805-2014, emitidos por la Dirección 
General de Tributación y la Dirección de Contabilidad Nacional, respectivamente, visibles a folios 
75 a 77 del expediente legislativo).  
 
De todo lo mencionado, concluye que en el proceso legislativo se enfrentaron dos posiciones: a) 
la plasmada en el párrafo segundo del artículo 20 de la Ley 7593 y b) la del MH que es la del oficio 
DGT- 741-2020. 
 
Pasa ahora analizar el informe del Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa 
ST 005-2015 J. Describe que este comienza con la invocación del informe ST 29-2014 relacionado 
con el expediente legislativo 18.973, que había planteado como una interpretación auténtica del 
artículo 20 de la Ley 7593, la cual se encuentra en el folio 147 de la iniciativa legislativa y que se 
cita en lo conducente.  
 
Acto seguido, advierte que el informe indica: “(…) la ARESEP no fija ‘un margen de utilidad’, sino 
un margen del distribuidor o de comercialización. En este margen se reconoce al prestador del 
servicio público los costos necesarios para la prestación de dicho servicio, incluyendo la utilidad 
respectiva. En este sentido se debe distinguir entre el margen del distribuidor, y lo que corresponde 
a la utilidad que se incorpora en dicho margen.” Con base en este texto, aduce que este texto hace 
una precisión importante, ya que aclara que lo que se pretende es atribuir al empresario de 
combustible únicamente la remuneración que percibe, llamada “margen del distribuidor”, que es un 
concepto de renta bruta: incluye costos del distribuidor más margen de utilidad de éste. Por lo tanto, 
no es que se ha pretendido transformar la renta bruta en renta neta (utilidad) sino que el concepto 
“margen de distribuidor” es un concepto de renta bruta. 
 
Después apunta que, si bien el informe exclama que “(…) el caso de los expendedores, como 
vendedores de combustibles, en esta ecuación se incluye el monto de los ingresos obtenidos por 
la venta del producto al consumidor final y se deduciría, entre otros, el costo por la adquisición de 
esos productos comprados a RECOPE (…)”, reconoce seguidamente que “Lo anterior aplica en el 
caso de que se considere la actividad de los expendedores como la relacionada con la venta de 
bienes (combustibles). Sin embargo, de lo señalado en la exposición de motivos se entendería que 
la intención es dar un cambio en la categorización de la actividad de los expendedores, 
considerándola, no como venta de bienes, sino como un servicio de venta, de manera que dentro 
de sus ingresos no se compute el valor del bien comercializado, sino la retribución de ese servicio 
de venta, que en este caso, según la interpretación, estaría dado por el margen de 
comercialización. Para efectos de entender la propuesta, y a modo de ejemplo, se podría hacer el 
paralelismo con una agencia de viajes o un agente de bienes raíces, que sin comprar el producto 
lo coloca al consumidor, siendo que su ingreso estaría compuesto entonces por la comisión que 
recibe.” 
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Subraya que, en este punto el informe señala una discrepancia con lo descrito en la exposición de 
motivos y es lo que indica el oficio DGT-741-2020 en el párrafo primero de la página 7, el cual cita.  
 
Concluye que, a la luz del resultado final, el informe ST 29-2014 no tuvo ningún efecto, pues se 
aprobó el proyecto planteado a partir de la exposición de motivos. En este sentido, discurre que, 
en el Dictamen Unánime Afirmativo de la Comisión Permanente de Asuntos Económicos, lo que 
se considera relevante de este proyecto no es el párrafo citado por el oficio de la DGT-741-2020, 
al respecto cita en su apoyo y en lo conducente el folio 493 de la iniciativa legislativa. En efecto, 
en folio 493 del expediente legislativo se lee: 
 
“El informe técnico concluye lo siguiente: 
Esta asesoría considera que la aprobación de la propuesta de ley no supone ninguna modificación 
en las metodologías de cálculo establecidas por parte de la administración tributaria, puesto que lo 
que parece lograr en todo caso es hacer énfasis con respecto de los hechos generadores de las 
obligaciones de naturaleza tributaria, respecto del servicio público de suministro de combustible 
derivado de petróleo destinado al consumidor final ya existentes en la ley.” 
 
Dicho lo anterior, blande que, ante la duda de los diputados de la Comisión Plenaria Tercera, donde 
se conocía el proyecto precisamente por no implicar reformas a leyes tributarias, sobre si se 
estaban dando o no este tipo de reformas, se solicitó una ampliación al Departamento de Estudios 
Técnicos ya referido, el cual dictó el informe AL-DEST-CJU-046- 2016 – visible a folios 898 y 
siguientes del expediente legislativo 19.065-, que cita en lo conducente y que aduce que la 
ampliación plantea con nitidez la relación de complementariedad perfecta entre la reforma y lo 
dispuesto en la Ley del Impuesto sobre la Renta6 (LISR) en relación con la renta bruta, dispuesta 
en el artículo 5 de esa Ley. 
 
Así las cosas, expresa que en los folios 5 a 7 de la ampliación del informe se citan las sentencias 
de la Sala Constitucional 08857-2000 y de la Sala Primera 00154-A-S1-2015, cuyo contenido 
favorable a la reforma ya había expuesto. De este modo, e invocando un extracto del informe 
apuntado, sostiene que este avala la lógica del proyecto de manera categórica. 
 
De este modo, arguye que es improcedente la cita aislada que  hace el oficio DGT-741-2020 del 
primer informe del Departamento de Servicios Técnicos cuando en el informe último y definitivo 
con absoluta rotundidad deja claro que, por un lado, la reforma que adiciona el párrafo segundo al 
artículo 20 de la Ley 7593 establece que  la renta bruta de los empresarios expendedores de 
combustible es la remuneración autorizada para su servicio por la ARESEP, no la totalidad del 
precio del combustible, siendo esa precisión esencial para determinar la renta bruta del Impuesto 
sobre la Renta (ISR) a que se refiere el artículo 5 de la Ley de ese impuesto; y, por otro lado que, 
aun admitiendo la existencia de una discusión sobre el tema, reconoce que la propia Sala Primera 
saldó la discusión con su sentencia 00154-A-S1-2015. Remata indicando que, con la aprobación 
definitiva de la reforma, la discusión quedó saldada, por lo que señala que resulta inexplicable que 
el oficio DGT-741-2020, haciendo un uso distorsionado y totalmente incompleto de los 
antecedentes legislativos, pretende revivir tal discusión en total y absoluto desacato de la Ley, en 

 
6 Ley 7092 del 21 de abril de 1988 y sus reformas. 
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manifiesta violación de lo dispuesto por los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la LGAP. 
 
Pasa ahora a referirse a la comparecencia del Dr. Torrealba ante la Comisión de Asuntos 
Económicos, ya que fue citado en el oficio DGT-741-2020, y apunta que es importante agregar lo 
que dijo, debido a que la omisión en el oficio es una violación del principio de imparcialidad 
administrativa; acto seguido lo cita, dando como referencia los folios 435 a 437 del expediente 
legislativo; en la nota al pie advierte que es importante observar como en el expediente legislativo, 
al resumir las audiencias realizadas en este expediente, sí recogen las partes relevantes de esta 
declaración que expone (visibles a folios 469-470), añadiendo que lo mismo sucede con la cita que 
recoge el Informe de Subcomisión (visible folio 484) y en el Dictamen Unánime Afirmativo (visibles 
a folio 496 y 497). Asimismo, refiere la respuesta que el Dr. Torrealba esgrimiera a la interrogante 
del presidente de la Comisión Legislativa, visible a folio 443 del expediente legislativo. 
 
Así las cosas, blande que, de la declaración completa del Dr. Torrealba, se extrae que la reforma, 
por un lado, no cambió la regulación de las leyes de impuestos (supuesto de hecho y consecuencia 
jurídica); y, por otro lado, definió lo que es la remuneración que corresponde o es atribuible a un 
expendedor de combustible y, por tanto, es esta y no el precio total del combustible lo que debe 
calificarse jurídicamente como renta bruta del expendedor de gasolina. 
 
Para reafirmar lo dicho por el Dr. Torrealba cita un texto del Informe de la Subcomisión que reza 
“(…) “Como lo vimos en la Comisión, tuvimos acá al señor Adrián Torrealba, experto en derecho 
tributario, entre otras cosas nos dijo que no afectaba el tema del impuesto de las patentes, porque 
lo que se estaba haciendo era justicia con respecto a gravar los ingresos propios de cada 
contribuyente, y no grava los ingresos ajenos de otro contribuyente, me grava por mis ingresos 
brutos y no por los ingresos brutos de alguien más, ese es un tema central en las leyes de patentes 
fue lo que dijo el doctor Torrealba Navas.” 
 
De esta forma, discurre el oficio DGT-741-2020 que omite lo verdaderamente relevante de esta 
declaración como apoyo a la exposición de motivos del proyecto y su contenido, intentando hacer 
ver que el Dr. Torrealba da razón a la ilegal tesis del oficio comentado. 
 
Apunta que, entonces, con el base en el Informe expresado, la Comisión Permanente Ordinaria de 
Asuntos Económicos aprobó el proyecto, ya con los ligeros ajustes expuestos atrás en relación con 
el proyecto original, por unanimidad (visible a folios 488). Esto dio lugar al Dictamen Unánime 
Afirmativo que puede verse en folios 492 ss. del expediente legislativo. 
 
En el Plenario, continúa, se hicieron nuevas consultas, entre ellas a las Municipalidades, entre las 
cuales la Municipalidad de San José manifestó que “Que en virtud de que el cambio sugerido por 
el proyecto de ley no contraviene, modifica o afecta en forma negativa los intereses y operación a 
las Municipalidades y que más bien beneficia al poder determinar más fehacientemente los 
ingresos de los expendedores de combustibles, se recomienda APOYAR el proyecto de ley.” 
(visible a folio 679 del expediente legislativo) (La mayúscula es del original). Colige que este ente 
territorial tenía claro que el objeto del proyecto era, precisamente, la determinación fehaciente de 
los ingresos de los expendedores de combustibles, sin la distorsión de endilgarles ingresos ajenos. 
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Añade que en el Plenario se volvió a consultar al MH, el que emitió el oficio DM-2339-2014, que 
citó de nuevo el oficio DGT-846-2014, visible a folio 688 del expediente legislativo; y llama la 
atención que en el folio 689 aparece el oficio DGT-571-2015 suscrito por el Director General y por 
la Directora de Técnica Tributaria Jenny P. Jiménez Vargas que mantuvo una posición diferente, 
por lo que lo invoca en lo conducente.  
 
De esta forma, recuerda que en la sesión de Trabajo No. 1 de la Comisión con Potestad Legislativa 
Plena Tercera, se recibió al Viceministro de Ingresos del Ministerio de Hacienda, Fernando 
Rodríguez Garro, y al suscrito Director General de Tributación,  en la que dice que el Viceministro 
apuntó: “(…) en cuanto a la reforma en sí, que es lo que se está planteando hoy, sí tenemos 
preocupaciones porque se está tocando un tema que tiene incidencia tributaria y que podría tener 
consecuencias desde nuestra perspectiva negativas, eventualmente para el efecto del tratamiento 
tributario de otros contribuyentes, lo cual por supuesto nos preocupa, y desde esa perspectiva es 
que queríamos plantear las observaciones que tenemos en este momento.” 
 
Igualmente, sostiene, en tal sesión, atribuye al Director General de Tributación lo siguiente: “(…) 
Cuando uno separa en una actividad económica un espacio o un aspecto de esa misma actividad, 
a efecto de que se contabilice en forma separada, pues en el fondo lo que está para esta actividad, 
la propuesta es modificando la forma de cálculo de los ingresos brutos. Lo cual tiene una incidencia 
simplemente en el establecimiento de los ingresos brutos para efectos de la presentación de su 
declaración de impuesto sobre la renta. Ahora, si tenemos eso en cuenta, debemos recordar que 
en el impuesto sobre la renta, la fórmula de cálculo de la tarifa aplicable para las empresas es del 
10, 20 o 30 por ciento según la tarifa que corresponda, y esa tarifa se determina con relación a los 
ingresos brutos que se tengan (…) 
(…) De manera que nosotros desde el punto de vista de la Administración Tributaria pues 
estaríamos pensando que habría una modificación tácita, obviamente no es expresa, de la Ley de 
Impuesto sobre la Renta, en el fondo con esta propuesta.” 
 
Después esgrime que, ante una pregunta imputada al señor Viceministro sobre si la reforma 
“¿modifica la base imponible de impuesto sobre la renta?”, blande que el Director General 
respondió: “Sí, al estar hablando de la forma de cálculo del ingreso bruto, eventualmente podría 
tener un impacto sobre el cálculo del impuesto de renta, y tal vez no tanto en esta figura como 
estamos viendo, sino la preocupación nuestra es que en la forma en la que se aplica el concepto 
de ingreso bruto a partir de este caso pueda ser extensible a otros que tengan impacto tributario, 
pero eminentemente es una discusión sobre la forma de calcular el impuesto de renta.” 
 
Luego destaca que, ante las intervenciones de los dos párrafos precedentes, el Presidente de la 
Comisión (visible a folio 889 del expediente legislativo) recordó el sentido y finalidad del proyecto: 
“Esa parte es la que nosotros vimos en la Comisión y el espíritu del proyecto es que las gasolineras 
no tenga que ir a pagarles a las municipalidades sumas exorbitantes de dineros que no tienen por 
qué pagar, porque no están quedando en sus bolsillos, entonces lo que hace es, que a las 
pequeñas y medianas empresa, en este caso expendedores de combustible, las van a quebrar.” 
 

2. Conclusión. En virtud de todo lo expresado con anterioridad, en lo atinente concluye lo siguiente: 
-Que el texto del proyecto y el texto finalmente aprobado son prácticamente idénticos. 

tel:(506)
http://www.hacienda.go.cr/


 
 

 
DGT-085-2021                                                                                                                                                                                                Página 14 de 19 

 
Dirección: Edificio La Llacuna, calle 5, avenida central y primera. San José, Costa Rica. -   

Tel:(506) 2522-9493 – Fax: 2522-9221-  www.hacienda.go.cr  

-Que la exposición de motivos estableció que se buscaba precisar que el ingreso bruto de los 
expendedores de combustible, para efectos contables y tributarios, era el margen de distribución 
establecido por ARESEP para remunerar su servicio y no el precio total del combustible. 
-Que, si bien el MH no comparte el proyecto de ley, el hecho es que esa discusión quedó saldada 
con la aprobación de la reforma. 
--Que es ilegal que la Dirección General insista en sostener la misma posición con la que intentó 
evitar la aprobación de esta. 
 

III. CRITERIO DE ESTA DIRECCIÓN GENERAL 
 
Luego de las aseveraciones vertidas por el solicitante sobre los aspectos técnico-jurídicos de los 
ingresos que reciben los expendedores de combustible y el ISR, esta Dirección considera que lleva 
razón por las razones que se dirán: 
 
a) Aspectos generales 
 

En lo que interesa, la ARESEP es una institución autónoma, resultado de la transformación del Servicio 
Nacional de Electricidad, la cual había sido creado mediante la Ley 77 del 31 de julio de 19287; y 
consolida el sistema regulatorio de los servicios públicos prestados en Costa Rica, por lo que tiene la 
función esencial de fijar los precios y tarifas de aquellos, entre los que sobresalen el suministro de 
combustibles derivados de hidrocarburos, dentro de los que se incluyen: los derivados del petróleo, 
asfaltos, gas y naftas destinados a abastecer la demanda nacional en planteles de distribución y los 
derivados del petróleo, asfaltos, gas y naftas destinados al consumidor final8.  
 
A este respecto, de conformidad con los artículos 6 de la Ley que regula a la RECOPE9, 1 y 2 de la 
Ley 7356 del 24 de agosto de 199310, esta empresa pública es la única encargada de refinar, 
transportar y comercializar a granel el petróleo y sus derivados. Para lograr el cumplimiento de esos 
procesos, mediante el Decreto Ejecutivo 5154-P del 1 de setiembre de 1975, denominado “Medidas 
relativas para la adquisición por parte de RECOPE para ordenar las funciones de distribución, 
almacenaje y expendio de los productos derivados de petróleo”, el Poder Ejecutivo estableció que el 
expendio de combustible quedaba en manos de particulares, los cuales deben formalizar contratos 
con RECOPE para la compra de los productos que se encuentren en las terminales que tenga esta 
empresa. (artículos 2 y 5 de ese Decreto).  
 
Ahora bien, a tenor de los artículos 121 inciso 14 subinciso b) de la Constitución Política, 3 inciso a) y 
5 inciso d) de la Ley de la ARESEP, la actividad de expendio de combustibles es un servicio público 
(tal y como ya se indicó), por lo que los particulares que participen en ella son considerados 
prestadores del mismo, según el artículo 3 inciso c) de esa Ley que los define como los sujetos públicos 
o privados que prestan servicios públicos, por lo que deben contar una concesión o permiso del ente 
público competente, que en este caso es la ARESEP (el artículo 9 de la Ley de esa institución). 

 
7 Artículo 1 de la Ley de la ARESEP. 
8 Artículo 5 inciso d) de la Ley de la ARESEP. 
9 Ley 6588 del 30 de julio de 1981 y sus reformas. 
10 Llamada “Monopolio en favor del Estado para la importación, refinación y distribución al mayoreo de petróleo crudo, sus 

combustibles derivados, asfaltos y naftas." 
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A este respecto, según el artículo 2 de la Ley de la ARESEP, los expendedores de combustible, debido 
a su carácter de prestadores de servicios públicos, no pueden dar ningún tipo de ayuda ni contribución 
en efectivo o en especie a esa institución, aparte de los cánones establecidos por esa Ley. En este 
sentido, la ARESEP determina un margen de utilidad bruta para la estación de servicio, que forma 
parte del precio único o uniforme que paga el consumidor final, al socaire del subinciso 2) 
inciso II del ordinal 2 del Reglamento de la Ley que Regula a RECOPE11.  
 
Conviene traer a colación un extracto del dictamen C-134-2011 del 23 de junio de 2011, dictado por la 
Procuraduría General de la República, sobre el carácter de servicio público del suministro de 
combustibles derivados de hidrocarburos: “(…) no cabe duda de que el suministro de combustibles 
derivados de hidrocarburos es un servicio público y ello tanto cuando el expendio se realiza en los 
planteles de distribución como cuando se realiza al consumidor final. Dada la calificación legal de 
servicio público, cabe afirmar que el suministro de combustible es una actividad que se dirige a la 
satisfacción de una necesidad que se considera de interés general y que está sujeta a un régimen 
jurídico especial. El interés general es el que determina la declaratoria de una actividad como servicio 
público. Por consiguiente, la prestación en qué consiste el servicio debe estar destinada a satisfacer 
necesidades de los usuarios.” 
 
Tómese en cuenta que el margen de utilidad bruta de las estaciones expendedoras de combustibles 
es el resultado de las mesas de trabajo que planteara la Junta Directiva del Servicio Nacional de 
Electricidad, mediante el artículo IV inciso 5) de la sesión ordinaria 2627 del 5 de marzo de 1991, en 
la que participaron representantes del Ministerio de Recursos Naturales, Energía y Minas, la 
Refinadora Costarricense de Petróleo, la Asociación Costarricense de Expendedores de Combustibles, 
los gasolineros independientes y el Servicio Nacional de Electricidad; y que se concretaron en el 
antiguo Decreto Ejecutivo 20818-MIRENEM del 18 de octubre de 1991 y sus reformas, el cual en lo 
pertinente fue derogado y actualmente está vigente el Decreto Ejecutivo 30131-MINAE-S del 20 de 
diciembre del 2001 y sus reformas, denominado “Reglamento para la Regulación del Sistema de 
Almacenamiento y Comercialización de Hidrocarburos” y sus reformas. De conformidad con el oficio 
189-SJD-2013 de la Secretaría de Junta Directiva de ARESEP, la metodología está vigente y no se le 
ha hecho modificaciones o adiciones12. Este margen incluye los costos operativos básicos para la 
prestación del servicio público en condiciones de calidad, confiabilidad, continuidad y eficiencia 
(artículos 31 y 32 de la Ley de la ARESEP), así como los impuestos que a los efectos recaigan sobre 
la actividad. Tal y como está concebido, el margen en cuestión está concebido como un modelo 
aplicable para cualquier expendedor de combustible sin importar el volumen de sus ventas, ya que es 
parte de la metodología tarifaria para establecer el precio único o uniforme que rige la actividad del 
suministro de combustible en todo el país. 

 
11 Decreto Ejecutivo 14874-MIEM del 29 de setiembre de 1983 y sus reformas.  
12 Tomado de la Resolución RE-0107-IE-2019 del 17 de diciembre de 2019, denominada “Ajuste ordinario del margen de 

comercialización de las estaciones de servicio con punto fijo de ventas mixtas, presentada por la Estación de Servicio San 

Juan S. A.”, dictada por la Intendencia de Energía de la ARESEP. 
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b) Sobre la reforma del artículo 20 de la Ley 7593 
 
Señala el petente que la adición del 2° parágrafo en el artículo 20 de la Ley de la ARESEP que efectuó 
la Ley 9455, permitió esclarecer el tema de la determinación de los ingresos brutos del sector 
expendedor de combustible para delimitar la base imponible de los tributos que gravan ese ramo, de 
forma que los prestatarios del servicio público – expendedores - pueden llevar contabilidades 
separadas, de forma que declaren por aparte los ingresos del servicio público de los ingresos de otras 
actividades. 
 
En primer lugar, a pesar de la aseveración acuñada en el 2° párrafo del ordinal 20 de la Ley en cuestión, 
referente a la llevanza de contabilidades separadas, dicha expresión debe entenderse al socaire de 
los métodos de interpretación jurídica, establecidos en los artículos 6 del CNPT13 y 10 del Código Civil14 
(CC); de manera que lo atinente es entender que los contribuyentes pueden llevar en sus libros de 
contabilidad diversas cuentas sobre las operaciones económicas que realicen, pues de lo contrario 
podrían ser sujetos a un procedimiento sancionador para aplicar la infracción tributaria contenida en el 
artículo 81 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, llamada “Infracciones materiales por 
omisión, inexactitud, o por solicitud improcedente de compensación o devolución, o por obtención de 
devoluciones improcedentes”, consistente en lo que interesa en anomalías sustanciales en la 
contabilidad que se castiga con una sanción pecuniaria equivalente al 150% sobre la totalidad de la 
base de la sanción que corresponda. Incluso, si el monto de la sanción supera los quinientos salarios 
base15, esto es, ¢225,100,000.00, la Autoridad Tributaria podría plantear una denuncia por el delito de 
Fraude a la Hacienda Pública, regulado en el artículo 92 del CNPT. 
 
De hecho, en lo que interesa, en el expediente legislativo 19065 en el que se discutió el proyecto de 
ley que incluyó parágrafo segundo en el artículo 20 de la Ley de la ARESEP, se emitió el informe 
ST.005-2015-J, dictado por el Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa, en el 
cual se expresó que, la ARESEP no se oponía a la reforma, según el oficio 163-RG-2014 del 26 de 
febrero de 2014, suscrito por el Dr. Dennis Meléndez Howell, Regulador General en aquel momento – 
página 14 -, y señaló que el proyecto “(…) establecería que ‘(…) en el caso de los expendedores de 
combustibles, la única parte de la comercialización que realizan estos y sujeta al tributo sobre sus 
ventas, será la correspondiente exclusivamente al margen de utilidad fijado por la Autoridad 
Reguladora de los Servicios Públicos( …)’ Sin embargo, es la Ley N° 8114, Ley de simplificación y 
eficiencia tributaria, de 4 de julio de 2001, la que determina y regula el tributo (impuesto sobre las 
ventas); no es el artículo 20 de la Ley N° 7593. De conformidad con el artículo 1 de la citada Ley N° 
8114, la comercialización de hidrocarburos es una actividad que no está sujeta al pago del Impuesto 
sobre las ventas, sino a (…) un impuesto único por tipo de combustible, tanto de producción nacional 
como importado, (…)’ El concepto contabilidades separadas, que ordena el artículo 20 de la Ley 
N° 7593, obliga a los prestadores de servicios públicos sujetos a las regulaciones de esa ley, a 
identificar claramente los pasivos, activos, ingresos, costos y gastos de cada uno de los 
servicios. Lo anterior quiere decir, que todo operador de servicio público sujeto a las 

 
13 Ley 4755 del 3 de mayo de 1971 y sus reformas. 
14 Ley 63 del 28 de setiembre de 1887 y sus reformas. 
15 El salario base actual arriba al monto de ¢450,200.00 y fue establecido mediante sesión 109-19 del Consejo Superior 

del Poder Judicial, celebrada el 17 de diciembre de 2019 y rige del 1 de enero al 31 de diciembre, ambos de 2020. 
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regulaciones de la Ley N° 7593, debe presentar estados financieros separados por cada servicio 
público que preste e igualmente separados de aquellos servicios que no están sujetos a dichas 
regulaciones. Por ello, se considera que el texto actual del artículo 20 de la Ley Nº 7593, es claro 
(…).” (El resaltado no es del original). 
 
De conformidad con el texto invocado se extrae, por un lado, que el párrafo segundo del artículo 20 no 
regula ningún tributo, eso lo hacen las leyes especiales de cada tipo impositivo. En este sentido, el 
artículo 20 establece una sinergia especial entre la prestación de un servicio público por parte del 
concesionario y el cumplimiento de sus obligaciones tributarias. 
 
Por otro lado, la llevanza de cuentas contables y los estados financieros deben apegarse a los 
principios de contabilidad generalmente aceptados, pero también mostrar separadamente los activos, 
pasivos, ingresos, costos y gastos de cada uno de los servicios. 
 
c) Sobre el correcto tratamiento de la normativa 
 
En lo atinente, apunta que con anterioridad a la reforma introducida por la Ley 9455, los expendedores 
de combustibles debían registrar, en la declaración del ISR, todos los ingresos que generara su 
actividad, pero la incorporación del 2° párrafo estableció que el sector solo responde por los ingresos 
y costos atribuibles a ellos; por lo que la renta bruta para un expendedor consiste en el margen de 
utilidades, al que se le aplican las disposiciones de los ordinales 1 y 5 de la LISR y 8 de su Reglamento.  
 
A este respecto, tenga presente el solicitante que esta Dirección General, mediante oficio DGT-846-
2014 del 25 de agosto de ese año, presentado el 3 de setiembre de 2014 ante la Comisión Permanente 
de Gobierno y Administración de la Asamblea Legislativa en la que se discutía el proyecto de ley 
19065, se evidenció que se tenía conocimiento del tratamiento que dispensaban los expendedores a 
sus obligaciones tributarias con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 9455, lo cual se evidenció 
en el oficio DGT-1360-2018 del 12 de octubre de 2018.  
 
Ahora bien, tenga también presente el petente que el artículo 20 de la Ley de ARESEP es un rasero 
normativo que establece disposiciones aplicables solo a los bienes y servicios regulados por la 
ARESEP, ya que los restantes bienes y servicios que desarrolle un prestatario de servicio público, si 
bien son parte de los ingresos que recibe como contribuyente al impuesto sobre las utilidades, no 
están incididos por las regulaciones tarifarias de esa Ley. De allí que el primer párrafo del artículo 20 
sea la regla general sobre a los ingresos y costos que reciban los prestatarios de servicios públicos. 
El segundo, sin embargo, es una regla específica para el caso de los prestadores del servicio público 
definido en el numeral 2, inciso d) del artículo 5 de esa Ley. Desde esta perspectiva, como parte del 
método tarifario que establece la ARESEP para regular la prestación de estos últimos, sobresale la 
figura del margen de utilidad bruta. 
 
A este respecto, esta Dirección General estima que la funcionalidad del margen de utilidad bruta está 
vinculada estrictamente a la determinación de un modelo tarifario para el establecimiento de un precio 
único para la prestación de un servicio público destinado a un consumidor final; por lo que, si bien para 
su establecimiento se toman en cuenta ingresos y costos, estos son promedios, sin importar al 
particular realidad económica del expendedor, pudiendo ser superiores o inferiores si el ente regulador 
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– ARESEP – analizar individualmente cada caso. Ejemplo de ello es la RE-0107-IE-2019 en la que se 
ajustó el margen de comercialización de las estaciones de servicio mixtas y marinas incorporando el 
impacto del IVA.  
 
Desde esta perspectiva, y considerando que los expendedores de combustibles son contribuyentes 
del ISU, los ingresos que deben declarar consistirán en el margen de utilidades brutas del distribuidor, 
los cuales están sujetos a la deducción de los gastos y costos útiles, pertinentes y necesarios para 
generar la renta gravable, de conformidad con los artículos 1, 5 y 7 de la LISR y 8 y 11 de su 
Reglamento. Sin embargo, precisamente en virtud de su condición de contribuyentes del impuesto 
aludido, también deben declarar los ingresos percibidos por el contribuyente durante el período del 
impuesto, provenientes del desarrollo de las restantes actividades lucrativas de fuente costarricense, 
es decir, aquellas que provengan de la venta de llantas, lubricantes, repuestos, servicios de limpieza 
de parabrisas, etc. Si bien es cierto estos bienes y servicios no están incididos por el marco regulatorio 
de la Ley de la ARESEP, específicamente el artículo 20 de esa norma, si generan ingresos sujetos al 
ISU, pues además no están exentos ni no sujetos. A estos ingresos también se le deben aplicar las 
normas expresadas de la LISR y su Reglamento.  
 
La aseveración precedente se deduce de la exposición de motivos del expediente legislativo 19065, 
el cual reformó el Artículo 20 de la Ley de la ARESEP, el cual reformó el Artículo 20 de la Ley de la 
ARESEP, y que citó en su apoyo se trata de un tema cuya implementación no produce ninguna 
afectación a la actividad de RECOPE y dejan de manifiesto que no tienen observación que deban 
aportar al respecto. Acta de sesión ordinaria 16 del 29 julio de 2015, levantada por la Comisión 
Permanente Ordinaria de Asuntos Económicos. 
 
d) Conclusiones específicas 
 
En virtud de todo lo mencionado, esta Dirección General arriba a las siguientes conclusiones: 
 
1) La ARESEP es la institución autónoma encargada, entre otras cosas, del suministro en el mercado 

local de combustibles derivados de hidrocarburos, a través de su compra previa a RECOPE. A su 
vez, los compradores de combustibles figuran como concesionarios, para los cuales la ARESEP 
determina un margen de utilidad bruta para cada estación de servicio en la que se vende el 
combustible; este margen forma parte del precio único o uniforme que paga el consumidor final. 
De esta manera, el expendedor se convierte en un revendedor de un bien y no recibe ningún 
emolumento que deba entregar a RECOPE o a un tercero, ni es un comisionista de aquél.  
 

2) La reforma que introdujo el párrafo segundo del ordinal 20 de la Ley de la ARESEP, referente a la 
llevanza de contabilidades separadas, debe entenderse al socaire de los métodos de interpretación 
jurídica, establecidos en los artículos 6 del CNPT y 10 del CC, por lo que no puede invocarse una 
lectura apegada a la letra. De manera que el artículo 20 determina una sinergia especial entre la 
prestación de un servicio público por parte del concesionario y el cumplimiento de sus obligaciones 
tributarias, por la llevanza de cuentas contables y los estados financieros deben apegarse a los 
principios de contabilidad generalmente aceptados.  
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3) Con la incorporación del 2° párrafo del ordinal 20 de la Ley de ARESEP se estableció que los 
expendedores solo responden por los ingresos y costos atribuibles a ellos; por lo que la renta bruta 
para un expendedor consiste en el margen de utilidades, al que se le aplican las disposiciones de 
los ordinales 1 y 5 de la LISR y 8 de su Reglamento. Ahora bien, en virtud de su condición de 
contribuyentes del ISU, los expendedores también deben declarar los ingresos percibidos durante 
el período del impuesto, provenientes del desarrollo de las restantes actividades lucrativas de 
fuente costarricense, es decir, aquellas que provengan de la venta de llantas, lubricantes, 
repuestos, servicios de limpieza de parabrisas, etc. 

 
 
IV. CONCLUSIÓN GENERAL 

 
En virtud de lo mencionado, se concluye que el ingreso bruto que deben reportar los expendedores 
de combustibles en la declaración jurada del impuesto sobre la renta corresponde el monto de las 
ventas de combustibles realizadas al aplicar el margen de utilidad bruta, siempre y cuando sea la 
única actividad lucrativa que llevan a cabo, el cual seguirá el tratamiento tributario de las 
disposiciones contenidas en los artículos 1, 5 y 7 de la LISR y 8 y 11 de su Reglamento. Si además 
obtienen ingresos brutos por concepto de otras actividades (tales como venta de llantas, 
lubricantes, repuestos, servicios de limpieza de parabrisas, etc.), también deberán declararlas en 
la declaración de mérito y respetando los ordinales apuntados. 

 
En relación con las restantes alegaciones del solicitante, es innecesario entrar a conocerlas. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 

Carlos Vargas Durán 
Director General de Tributación 

 
 
 
 
 
 
C: Dirección General de Tributación, Expediente, Subdirección de Digesto Tributario. 
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